CONCEPTO 557 DE 2014

(julio 14)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

Ref. Su solicitud de concepto(1) 

Respetado señor Gutiérrez.

Se basa el objeto de estudio en atender la siguiente consulta relacionada con la independización del servicio en un inmueble y los cobros derivados de ello:

La empresa distribuidora nuevamente puede cobrarme el cargo por conexión a pesar que este (sic) ya se haya cancelado cuando se hizo la primera matrícula y el medidor lo haya adquirido con un particular?

El único servicio que se requiere para empezar a medir independiente el segundo piso es registrar el medidor ante la empresa y realizar la certificación.

En este orden de ideas la empresa distribuidora puede establecer conceptos por servicios que se lleven a cabo y establecer los valores sin ningún tipo de control?

La empresa puede cobrarme por servicios que no me ha prestado?

Según la nueva resolución CREG 057 de 2012, el usuario puede escoger libremente la empresa que certifique la instalación, en este orden de ideas yo podría contratar la empresa certificadora que desee y la empresa debe registrar el medidor para que empiece a llegar factura?

Según la ley 142/94 en la prestación de servicios públicos no existe el pago de matrículas, lo que existe es el pago de cargo por conexión que representa el pago de la acometida y el medidor para este caso en particular la empresa me puede cobrar costos de matrícula a pesar que este concepto no se encuentre establecido dentro de la normatividad colombiana para los servicios públicos domiciliarios?

Hace un año en otra vivienda de mi propiedad se me presentó el mismo caso, fue necesario medir de forma individual el apartamento del 2 piso, al igual que esta ocasión por medio de la firma instaladora se adecuó el otro medidor de la acometida existente, pero a diferencia de esta ocasión la empresa me cobró el servicio de certificación por $138.000, valor exagerado, mas sin embargo se estaba cobrando por el servicio que me prestaría la empresa. Por esta razón necesito saber si es correcto que de un momento a otro la empresa pueda realizar los cobros que quiere y por el concepto que a bien tengan sin ningún tipo de control o quién es el encargado de vigilar y sancionar a estas empresas que cometen estos abusos contra los usuarios.

Antes de brindar una respuesta puntual, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.

Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

Ahora bien, en orden a atender su consulta, resulta pertinente retomar lo expuesto por esta Oficina Asesora Jurídica mediante Concepto SSPD-OJ-2009-893, para señalar que el numeral 14.1 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 define acometida como la derivación de la red local del servicio respectivo que llega hasta el registro de corte del inmueble. De igual forma, señala que en edificios de propiedad horizontal o condominios, la acometida llega hasta el registro de corte general.

Por su parte el artículo 1 de la Resolución CREG 057 de 1996 define Acometida como la derivación de la red local del servicio respectivo que llega hasta el registro de corte del inmueble, señalando expresamente: “No incluye el medidor.”.

Ahora bien el precitado artículo también define el cargo por conexión en los siguientes términos:

“CARGO POR CONEXIÓN: Es el cargo por acometida más el costo del medidor cuando sea suministrado por la empresa, más una proporción de los costos que recuperen parte de la inversión en las redes de distribución, cuando a juicio de la CREG se requiera para estimular nueva inversión de costo mínimo. (Art. 90, numeral 90.3 de la Ley 142/94). (Subrayas fuera de texto).

Por su parte, el numeral 14.16 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994, señala que las redes internas son el conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que integran el sistema de suministro del servicio público al inmueble a partir del medidor.

En ese sentido, es de concluir en primer lugar que el equipo de medida no hace parte de la acometida, pues ésta llega por definición hasta el registro de corte del inmueble que siempre se instala con anterioridad al medidor, así como tampoco hace parte de la instalación interna, la cual por definición se encuentra a partir del medidor.

De igual manera, es de referir a lo establecido por los artículo 4.13 y 4.27 de la Resolución CREG 067 de 1995:

“4.13. Los elementos necesarios para la acometida, según lo definido en el artículo 14.17 de la Ley 142 de 1994, deberán ser suministrados por el distribuidor e instalados por él mismo. Los elementos y su instalación, por personal habilitado de la empresa (Resolución 039 del 23 de octubre de 1995), estarán a cargo del usuario. Estos equipos, incluyendo el medidor, serán de propiedad del usuario. El usuario deberá pagar el costo de todo el equipo de conexión requerido para su servicio y el costo de su instalación. (Subrayas fuera de texto).

(…)

“4.27. El distribuidor o el comercializador seleccionarán los tipos y características del equipo de medición. Deberá proporcionar medidores que brinden registros precisos y adecuados a los efectos de la facturación y efectuar la revisión y calibración de dichos equipos, como máximo cada cinco años. Adicionalmente deberá cumplir en la materia con las disposiciones de la Superintendencia de Industria y Comercio. Cuando el equipo sea a su cargo, el usuario podrá sugerir una marca de medidor diferente, la cual solo podrá ser rechazada por razones técnicas o por falta de homologación.” (Subrayas fuera de texto).

Por otra parte, es de señalar que la Ley 142 de 1994 en su artículo 144 establece la posibilidad para el usuario de proporcionar por su cuenta un equipo de medida, derecho que se sostiene y garantiza respecto del servicio de gas natural en el presente caso sujeto al cumplimiento de las especificaciones técnicas establecidas en las condiciones uniformes para dichos equipos, sin embargo, dicha potestad no se extiende a la instalación de medidor y su puesta en servicio. 

De tal suerte, si el usuario de manera inconsulta con la empresa procede, o permite que un tercero proceda a instalar un medidor, se tendrá que dicha puesta en servicio es irregular y el distribuidor tendrá la potestad por una parte, para evaluar las características técnicas y de seguridad del equipo y de la conexión, así como la potestad para aceptarla o no, y por la otra, para investigar la actuación del usuario.

Por otra parte, tanto la ley como la regulación contemplan para cada usuario unos costos asociados con la construcción e instalación de la acometida necesaria para la prestación del servicio, dependiendo de la naturaleza del servicio a ser atendido, esto es, si se trata de un servicio residencial, comercial o industrial y de la proyección de demanda que en cada caso ello representa.

Ahora bien, expuesto lo anterior es de referir que si el prestador no incurre en costos adicionales por concepto de acometida para independizar la medición del nuevo usuario dentro del mismo inmueble, mal podría efectuar un cobro que no puede sustentar en costo alguno.

Así mismo, si el usuario suministra por su cuenta el equipo de medida, es necesario predicar que tampoco puede reflejarse cobro por un elemento que no ha suministrado el prestador.

En igual sentido habrá de referirse respecto del costo de la revisión previa y la consecuente certificación de instalación interna cuando el usuario la contrate con un tercero.

Se procede a responder puntualmente las preguntas del peticionario, como fue requerido:

Frente a la primera pregunta, se tiene que si el usuario se encuentra suministrando el equipo de medida que ha adquirido con un tercero, y si el prestador no ha incurrido en ningún costo adicional por concepto de acometida, resulta claro que no es posible efectuar cobro por concepto de cargo por conexión, ya que éste se compone de estos dos ítems y dado que ninguno de los dos se genera, no procede su cobro.

Respecto de la segunda pregunta, es de aclarar que el cargo por conexión en sus componentes de acometida y medidor se encuentran limitados en el artículo 108 de la Resolución CREG 057 de 1996, recientemente modificado por el artículo 13 de la resolución CREG 059 de 2012, y por tanto no puede referirse que los cargos por conexión y los ítems que lo componen sean un concepto “establecido” por el prestador sin ningún control ya que su existencia y pertinencia, como sus valores de referencia se encuentran consagrados en la regulación. Distinto es que proceda o no su cobro en casos concretos como el expuesto.

En cuanto a la tercera pregunta, el artículo 148 de la Ley 142 de 1994 señala:

“ARTÍCULO 148. REQUISITOS DE LAS FACTURAS. Los requisitos formales de las facturas serán los que determinen las condiciones uniformes del contrato, pero contendrán, como mínimo, información suficiente para que el suscriptor o usuario pueda establecer con facilidad si la empresa se ciñó a la ley y al contrato al elaborarlas, cómo se determinaron y valoraron sus consumos, cómo se comparan éstos y su precio con los de períodos anteriores, y el plazo y modo en el que debe hacerse el pago. 

En los contratos se pactará la forma, tiempo, sitio y modo en los que la empresa hará conocer la factura a los suscriptores o usuarios, y el conocimiento se presumirá de derecho cuando la empresa cumpla lo estipulado. Corresponde a la empresa demostrar su cumplimiento. El suscriptor o usuario no estará obligado a cumplir las obligaciones que le cree la factura, sino después de conocerla. No se cobrarán servicios no prestados, tarifas, ni conceptos diferentes a los previstos en las condiciones uniformes de los contratos, ni se podrá alterar la estructura tarifaria definida para cada servicio público domiciliario.” (Subrayas fuera de texto).

En conclusión, la Ley 142 de 1994 no permite a los prestadores de servicios públicos el cobro de servicios no prestados a los usuarios.

Frente a la cuarta pregunta, se tiene que, en efecto, el usuario puede escoger libremente la empresa que realice la revisión de su instalación interna y certifique la conformidad de la misma para recibir el servicio, aunque para el caso concreto, ya lo está recibiendo, y es de referir que la facturación del mismo es un aspecto comercial y no técnico, por lo que no depende de la revisión periódica.

En cuanto a la quinta pregunta, es de señalar que la matrícula es un término que aún hoy es de común usarla en servicios públicos, especialmente en acueducto y alcantarillado y que se asimila a los derechos de conexión para la prestación del servicio, lo que para el servicio de gas natural es el Cargo por Conexión. En ese sentido, la referencia o denominación con la que se efectúe la operación y/o se origine el cobro no resulta relevante en tanto sea evidente a qué ítems se refiere.

En cuanto a la sexta pregunta, la entidad encargada de la vigilancia y control de los prestadores de servicios públicos es la Superintendencia de Servicios Públicos a la cual pueden acudir los usuarios en ejercicio de sus derechos a la interposición de recursos (Art. 154 Ley 142), o en ejercicio del derecho de petición en modalidad de denuncia para poner en conocimiento de la entidad, las conductas que se consideran contrarias a la normatividad vigente o abusivas en relación con los usuarios. Sin embargo, es pertinente acotar que la Superintendencia no puede ejercer control respecto de conductas que desconoce en virtud de que los usuarios no ejercen sus derechos ni acuden a denunciar a los prestadores.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co.Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ

Jefe Oficina Asesora Jurídica
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NOTAS AL FINAL:

1. Radicado 20145290322242

Tema: Cobros por independización de medición. 

2. PARÁGRAFO 1o. En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.

3. Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. 

4. Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994.
